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BERMUDEZ SANCHEZ, Javier: El derecho de propiedad: limites deri-
vados de la proteccién arqueoligica, ed. Montecorvo, Madrid, 2003,
180 pp.

Los civilistas explicamos, en general, el derecho de propiedad sin profun-
dizar demasiado en los limites que responden a intereses de Derecho piiblico.
Para ello necesitariamos instruirnos con los estudios de nuestros colegas de
Derecho administrativo, que son los que han tomado el relevo en el anélisis
del derecho real por excelencia desde la perspectiva de su disciplina. Del
mismo modo, los administrativistas deben beber de las fuentes iusprivatistas
que tanto han contribuido a moldear el concepto de propiedad, lo que merito-
riamente ha hecho el profesor Bermiidez en esta interesantisima monografia
sobre los limites del derecho de propiedad derivados de la proteccién arqueo-
16gica. Sus aportaciones sobre esta materia, continuando una linea de inves-
tigacién sobre arqueologia y Derecho iniciada con trabajos més reducidos,
serdn sin duda apreciados por los cultivadores del Derecho civil, que para
solucionar, por ejemplo, problemas de responsabilidad civil por retraso en la
entrega de una obra han de basarse en premisas abordadas en la obra que se
recensiona (cfr. p. 106).

La hip6tesis planteada por el autor, que es la diferenciacién entre priva-
ciones del derecho de propiedad en razén de la proteccién arqueolégica e
instituciones que garantizan la indemnizaci6én procedente, se desarrolla en
cinco capitulos muy bien estructurados, con un estilo sobrio, sin concesiones
a la galeria. El capitulo I se dedica a los limites y privaciones del derecho de
propiedad segiin la Constitucién; el II, a la proteccién de restos arqueolégi-
cos como funcién social; el IIl y el IV, respectivamente, a las privaciones
legales y a las privaciones realizadas por la Administracién del derecho de
propiedad derivadas de la proteccién de restos arqueolégicos; y en el V, por
ultimo, se ensaya una respuesta a la duda sobre qué Administracién estd obli-
gada a indemnizar las privaciones sufridas por los particulares.

I. El objetivo declarado del primer capitulo es distinguir entre delimi-
taciones del derecho de propiedad derivadas de su funcién social, y por
tanto no indemnizables, y limitaciones, por utilidad publica o interés social,
indemnizables. Frente a la tesis doctrinal mayoritaria que, a partir de la
STC 37/1987, de 26 de marzo, integra la funcién social de la propiedad en el
contenido esencial del derecho (lo que no se conciliaria, a juicio del autor,
con el art. 53.1 CE), el autor se decanta por la tesis critica encabezada por
civilistas de peso como Pefia Bernaldo de Quirés, segin la cual la garantia
constitucional de la propiedad supone dejar fuera de su contenido esencial la
funcién social, susceptible asi de delimitacion legal.

Interesa destacar su concepto de privaciones: «las delimitaciones despro-
porcionadas respecto al destino de la cosa, fin o funci6n social que persigan»
(p. 32). Estas privaciones, frente a las expropiaciones, son ilegitimas, pero
ambas quedarian englobadas en el articulo 33.3, primer inciso, de la CE.
Propone, asi, distinguir dentro del artfculo 33.3 una prohibicién general de
privaciones del derecho de propiedad y una salvedad a la misma, que se daria
cuando se cumplen los tres requisitos especificados en la norma para que una
privacién pueda considerarse legitima. Estos requisitos no definirian la pri-
vacién considerada por la Constitucién, sino la legitimidad de un supuesto de
privaciones. Habria, por tanto, privaciones indemnizables no expropiatorias.
Reconoce el autor, asi, que se aparta de la posicién doctrinal que diferencia la
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expropiacion de la limitacién no indemnizable (derivada de la funci6n social
de la propiedad), pero no de otros supuestos indemnizables aun no expropia-
torios.

Separa, en definitiva, dos cuestiones: por un lado, los supuestos en los
que procede indemnizacién, por expropiacién o por desproporcionalidad del
limite impuesto, y por otro, cudndo hay expropiacién. Serian supuestos
expropiatorios los que eliminan el contenido esencial del derecho de propie-
dad, desvinculando el bien de su titular; y no sélo los singulares o especiales,
sino también los generales en los que es el legislador el que directamente
hace desaparecer el derecho de propiedad. Pero entre las privaciones indem-
nizables referidas en el articlo 33.3 de la CE no s6lo se hallarfan los supues-
tos expropiatorios, sino también los supuestos de alcance expropiatorio y los
supuestos que ocasionen limitaciones desproporcionadas al fin social, aun-
que respeten el contenido esencial de la propiedad. Y frente a estas privacio-
nes, dos serfan las posibles garantias: el procedimiento expropiatorio, en el
primer caso, y la exigencia de responsabilidad patrimonial a la Administra-
cién responsable, en los dos tltimos casos. Las limitaciones proporcionadas
al fin social de la propiedad no serian indemnizables, mientras que si lo
serian las privaciones expropiatorias de su contenido esencial y las privacio-
nes desproporcionadas de su contenido no esencial. Redondea el autor su
estudio sefialando que en la exposicién sistemética de estas privaciones se
puede tener en cuenta, ademds, si provienen del legislador o de 1a Adminis-
tracién, y el procedimiento o institucién que garantiza la indemnizacién.

La vulneracién del principio de proporcionalidad en la delimitacién legal
del contenido del derecho de propiedad dard pie a los particulares para
demandar responsabilidad patrimonial, ademés de la inconstitucionalidad de
la ley. Por el contrario, las privaciones legales, de acuerdo con la legislacion
de expropiacién forzosa, son constitucionales. No asi las privaciones mate-
rialmente expropiatorias que realice el legislador, y si la Administracién
actuase para llevarlas a efecto, la indemnizacién por los dafios causados se
reclamard por el procedimiento de responsabilidad patrimonial de la Admi-
nistracién. Un tltimo supuesto sujeto a responsabilidad patrimonial de la
Administracién se darfa cuando ésta, de hecho, lleva a cabo alguna actuacién
expropiatoria.

II. Bajo el sugerente titulo de «La proteccién de restos arqueol6gicos
como funcién social. La arqueologia preventiva» se analiza la funcién social
de la propiedad con ocasién de actuaciones arqueoldgicas, que constituye el
presupuesto justificador de las limitaciones.

La regulacidn sobre restos arqueoldgicos contenida en la Ley 16/1985, de
25 de junio, del Patrimonio histérico espafiol (en adelante, LPHE), se explica
respondiendo a estas dos preguntas: 1) ;cuéndo hay que solicitar autoriza-
cién para llevar a cabo excavaciones y prospecciones arqueolégicas y para
realizar movimientos de tierra en zonas arqueoldgicas?; 2) jcémo se prote-
gen los restos arqueoldgicos?

1) La premisa de la que debemos partir son los dos supuestos de inter-
venciones arqueoldgicas posibles (que no son opuestos ni excluyentes, pues
el segundo serfa especifico del primero): las programadas por la Administra-
cién (o sistemadticas), que son planificadas en atenci6n a su finalidad de estu-
dio, investigacién o examen de restos arqueoldgicos, y las que han de reali-
zarse tras un hallazgo casual, llamadas excavaciones de urgencia. De acuerdo
con la Ley estatal, el 6rgano competente en materia de patrimonio histérico



Libros 691

de la Comunidad Auténoma deber4 autorizar: 1.° las remociones de tierra
con la finalidad sefialada, ya sean sistemdticas o de urgencia; 2.° las remocio-
nes de tierra con otra finalidad en zonas declaradas arqueol6gicas o en zonas
donde es notoria la existencia de restos.

2) A juicio del autor, la titularidad de los bienes arqueolégicos, deriva-
da de la gestién de su proteccién, serd normalmente autondémica y, en algin
caso, estatal, pudiendo incluso fundarse una titularidad municipal en la asun-
cién del coste de una excavacion por un Ayuntamiento. Se plantea el proble-
ma de quién corre con los perjuicios derivados de la suspensién de obras y el
coste de la excavacion ordenadas por la Administracién en terrenos piblicos
o privados. Proteccidn singular se concede a los bienes declarados de interés
cultural (como las zonas arqueol6gicas): serd necesaria la aprobacién de una
especifica planificaci6n urbanistica y cualquier remocién del terreno debera
ser autorizada, ex articulo 22 LPHE, por el 6rgano competente en materia de
patrimonio histdrico (autorizacién que es distinta a la exigida por el art. 42.1
para realizar prospecciones o excavaciones arqueoldgicas). Considera el pro-
fesor Bermiidez relevante este precepto, porque cabe apoyar en su regulacién
la tesis de que no pueden existir hallazgos casuales en zonas arqueoldgicas,
de modo que no se aplicard el régimen juridico de aquéllos cuando los restos
se descubran en zonas declaradas arqueoldgicas. Aun prevista por el
articulo 37.1 LPHE, tampoco parece que pueda producirse una suspension
de obras, con su consecuente indemnizacién, en estas zonas arqueolégicas,
ya que el control se realiza a priori (suspension que hay que distinguir del no
inicio de obras hasta que lo permita la intervencién acordada, que no es
indemnizable pues no habria derecho a empezar las obras hasta que lo permi-
tiera la proteccién de los bienes con relevancia arqueoldgica). Deriva de
estos supuestos legales el principio de que la Administracién ha de costear
las intervenciones arqueolégicas, o principio de conservacién piblica de los
restos arqueolégicos, aunque si bien una lectura del articulo 22.1 LPHE
podria llevar a entender que en zonas arqueolégicas la Administracién afron-
ta el pago de las excavaciones, otra, defendida por las Comunidades Aut6no-
mas, obliga al promotor a realizar, a su costa, la intervencion. Respecto de
zonas no declaradas arqueolégicas, la Administracién competente en patri-
monio histérico estd legitimada para suspender las obras que puedan afectar
a restos arqueol6gicos durante treinta dias hédbiles, para decidir acerca de la
incoacién de la declaracién de interés cultural (art. 37.3 LPHE), del mismo
modo que la Administracién competente en materia de urbanismo (art. 25
LPHE) también puede suspender obras durante seis meses, para resolver sobre
Ia adopcién de medidas de proteccién previstas en la legislacién urbanistica.
Ambas suspensiones, ;dan derecho a indemnizacién?; durante su vigencia,
i puede realizar la Administracién prospecciones o excavaciones arqueoldgicas
sin que surja derecho a indemnizacion por la ocupacién? Tras resolver estos
interrogantes, el autor concluye que no quedarian suficientemente protegidas
por la Ley las zonas (que son mayorfa en los términos municipales) no declara-
das arqueol6gicas, en las que no haya una excavacién programada por la
Administracién, pues habria que esperar a la aparicién de un hallazgo.

Después de explicar esta regulacién general de la LPHE, acomete el autor
el andlisis de las nuevas formas de gestién en la arqueologia preventiva,
demandadas por la falta de atencién de la Ley estatal al desarrollo territorial y
urbanistico, en el que abundan los hallazgos casuales, acrecentdndose el riesgo
de pérdida de informaci6n arqueolégica. Con la arqueologia preventiva se trata
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tanto de reducir el campo de aplicacién de los hallazgos casuales como de con-
seguir colaboracidn financiera, pues, por las razones que se explican en la obra
resefiada, es un principio de esta arqueologia exigir responsabilidad al promo-
tor de una obra que va a generar una intervencién arqueolégica, debiendo pre-
cisarse los supuestos ante la confusién normativa que se traslada a la préctica
administrativa. Asi, en ocasiones la Administracién exige al particular que
asuma el coste de la intervencién arqueoldgica siempre, con ocasién de obras
urbanisticas o de ordenaci6n territorial, desconociendo los diferentes supuestos
que establecen las propias normas autonémicas, en las que el presupuesto del
traslado de costes al responsable que los genera se sitiia en la delimitacién y
aprobacién de 4reas de proteccién. Si éstas fueran sélo las zonas arqueoldgicas
definidas por la LPHE, quedarian privadas de proteccion situaciones de gran
trascendencia, lo que motiva la defensa de la extensién de su régimen juridico
(y la necesidad de autorizacidn previa) a las 4reas en las que se presume la
existencia de restos arqueoldgicos o en las que resulte notoria su existencia
—como hace la legislacién comparada y autonémica.

En las leyes autondmicas encontramos, por una parte, zonas en las que se
presume la existencia de restos arqueolégicos o zonas arqueolégicas de pro-
teccién preventiva junto a zonas arqueolégicas propiamente dichas, y por
otra parte, en la planificacién urbanistica, la delimitacién de 4reas en las que
se exige autorizacion previa del 6rgano competente en materia de patrimonio
histérico, con base en la noticia de existencia o presuncién de restos arqueo-
16gicos. Lo mis relevante, en todo caso, es la delimitacién de niveles de
proteccién con diferentes obligaciones en cada uno de ellos, previas a la
obtencién de la autorizacién de remoci6n de tierras. Ejemplo de esta politica
es la legislacion de la Comunidad de Madrid, ampliamente expuesta por el
profesor Bermiidez, siendo destacable su intento de precisar el 4mbito de
proteccién general de esta legislacion, que se extenderia a 4reas no declara-
das zonas arqueoldgicas ni incluidas en el inventario, sino donde se presume
la existencia de restos.

Otro requisito de la proteccién preventiva del patrimonio arqueoldgico,
que a continuacién se estudia, es la confeccién de una carta arqueolégica o
inventario (censo) de lugares donde existen restos arqueolégicos. Se plantean
en torno a ella dos problemas juridicos. Sobre si debe ser publica, conocida
incluso por futuros expoliadores, se muestra el autor partidario del sigilo en
cuanto a la ubicacién exacta de los yacimientos arqueolégicos (aun a costa de
la investigacién). La carta seria un documento interno de la Administracién,
para preparar la declaracién de zonas protegidas por parte del 6rgano compe-
tente de 1a Comunidad Auténoma, que serviria a los Ayuntamientos y promo-
tores en el planeamiento urbanistico. Con ello se contesta a la segunda pre-
gunta, relativa a la finalidad juridica de este inventario: no cabe confundirlo
con la declaracién de zonas protegidas, por lo que no quedan protegidos los
yacimientos censados ni nacen las consiguientes obligaciones para los que
pretendan actuar en ellos.

Tras dedicar unas palabras a la colaboracién de los Ayuntamientos en la
proteccién del patrimonio histérico de su municipio, acaba el capitulo con
los sujetos que pueden realizar la intervencién arqueolégica, determinados
por la legislacién autonémica de acuerdo con un modelo de arqueologia de
gestion (los arquedlogos son contratados por los promotores obligados a cos-
tear las excavaciones, limitdndose la Administracién a controlar).
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III. Gira este capitulo, destinado a las privaciones legales del derecho
de propiedad derivadas de la proteccién de restos arqueolégicos, en torno a la
distincién entre limitaciones que no afectan al contenido esencial, y por ello
no son expropiatorias, y limitaciones que si afectan al contenido esencial, y
por ende son expropiatorias.

Dentro de las primeras incluye la obligacién de obtener autorizacién pre-
via a la iniciacién de las obras, diferenciando las zonas arqueolégicas declara-
das bien de interés cultural de las zonas en las que se presume la existencia de
restos, y la obligacién de costear las intervenciones arqueoldgicas en las dreas
previamente delimitadas. Se mantiene que al obligar al promotor a no iniciar
las obras hasta que se hayan realizado los estudios necesarios, en zonas arqueo-
16gicas, se establece una limitacién del derecho de propiedad no indemnizable
por atender a la funcién social de la propiedad, siendo proporcionada la medida
al fin tuitivo perseguido. Respecto de 4reas en las que se presume la existencia
de restos, la legislacién autonémica trata de aplicarles la misma técnica pre-
ventiva, lo que plantea dudas sobre su constitucionalidad que son aclaradas por
el autor. Hay que alabar la criba de supuestos que intenta, concluyendo que
s6lo seria inconstitucional la delimitacién de zonas presuntamente arqueoldgi-
cas, y subsiguiente autorizacién para ejecutar obras en ellas, en el planeamien-
to urbanistico sin sustento legal, por vulnerar la reserva de ley establecida en el
articulo 33 de la CE: el retraso, en este caso, seria indemnizable.

En relaci6n a la obligaci6n de costear las intervenciones arqueolégicas,
aunque la LPHE establece el principio general de conservacién publica de
los restos arqueolégicos (arts. 22 y 43), la legislacién autonédmica ha inter-
pretado de forma distinta estos preceptos y «derivado de la obligacién de
solicitar autorizacién previa a cualquier remocién de terreno (art. 22.1
LPHE) la de llevarla a cabo, esto es, contratar y costear las intervenciones
arqueoldgicas necesarias» (p. 113). El autor confronta esta legislacién con la
bésica estatal (que expresamente no establece la financiacién piblica en todo
caso, aunque implicitamente puede defenderse que excluye cualquier finan-
ciacién privada de la funcién social de la propiedad) y con la Constitucidn,
llegando a la conclusién de que las Comunidades Auténomas son competen-
tes para configurar el derecho de propiedad de acuerdo con su politica de
patrimonio histérico, sin que se vulnere el articulo 43 LPHE al no existir
orden de la Administracién sino obligacién legal de pagar las intervenciones
arqueol6gicas por los promotores. La delimitacién serfa, ademds, razonable,
pues la necesidad de la actuacién arqueolégica deriva de la voluntad del pro-
motor de realizar una remocién de tierras en un lugar que previamente ha sido
delimitado por su posible o evidente existencia de restos. En todo caso, la
participacién del promotor en la financiacién de la actuacién arqueolégica,
necesariamente parcial porque la finalidad de ésta es puiblica, deberia ser pro-
porcionada a la cuantia de la inversién que va a realizar aquél en su proyecto
de obras, lo que se traduciria en un 1 por 100, que es la cifra mas adecuada por
ser éste el porcentaje establecido en la legislacién estatal para las obras piibli-
cas. En consecuencia, las normas autonémicas que superen este limite serian
inconstitucionales por desproporcionadas, dando lugar a indemnizacién con-
forme al procedimiento de responsabilidad patrimonial de la Administracién.

En cuanto a las privaciones indemnizables, por afectar al contenido esen-
cial de la propiedad, distingue el autor los dafios legitimos, por adaptarse a la
legislacién de expropiacién forzosa, de la delimitacién materialmente expro-
piatoria. En el primer caso, la Administracién «deber4 recurrir al procedimien-
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to establecido en la legislacién de expropiacion forzosa cada vez que ocupe un
terreno con la finalidad de realizar una prospeccién o una excavacién arqueo-
l6gica» ya sea por tiempo definido o indefinido (p. 131). En el segundo caso,
entrarian las limitaciones aparentemente orientadas hacia un fin social «que, en
realidad, supongan una desvinculacién tal del titular respecto al bien, que deba
ser calificada como privacidn del contenido esencial, esto es, de privacion
materialmente expropiatoria» (p. 131). Serian supuestos discutibles en este
sentido los contenidos en los articulos 37 y 43 LPHE, que la legislacién auto-
némica suele fundir (o tal vez confundir), «de forma que, cuando establece la
suspensién de cualquier clase de obra en zonas declaradas o no, permite a la
Administracién que lleve a cabo la excavacion requerida u otros estudios opor-
tunos» (p. 132), ocupando por tanto el terreno. Aunque se proclama como més
acertada la distincién de la LPHE entre suspensién de la actuacién que supone
deterioro y ocupacién del terreno para realizar excavaciones, por afectar la
primera a la funcién social de la propiedad y la segunda al contenido esencial
de dicho derecho, la mezcla de ambos supuestos por la legislacién autonémica
lleva al autor a incluir en el apartado sobre privacion del contenido esencial: a)
no sélo las excavaciones ejecutadas por la Administracién tras un hallazgo
casual, sino también, b) la obligacién de soportar los gastos ocasionados por la
suspension de obras fuera de zonas declaradas (hallazgo casual) y ¢) la obliga-
cién de soportar los gastos por la suspensién de obras en zonas declaradas.

a) Se analizan criticamente en este primer apartado las distintas normas
autondémicas que regulan tales excavaciones, normas que podrian considerar-
se respetuosas con el derecho de propiedad cuando niegan la indemnizacién
al propietario si se estimasen expropiatorias s6lo las suspensiones y ocupa-
ciones desproporcionadas, concepcién que no comparte el autor.

b) La LPHE no especifica, en los preceptos dedicados al hallazgo
casual de restos arqueoldgicos fuera de zonas declaradas, si la suspension
fijada genera o no derecho a indemnizacién, mientras que la normativa auto-
némica se ha decantado por no conceder tal derecho salvo que la suspensién
se prolongue mds alld del plazo mdximo permitido. Cuando las leyes autoné-
micas prevén un fin diferente de la suspensién, como es la ocupacién del
terreno para llevar a cabo una excavacién arqueolégica, serian inconstitucio-
nales, pues tal ocupacion entra en la categoria de expropiatorio, desconocién-
dose el contenido esencial del derecho de propiedad.

¢) En zonas declaradas, al prever la legislacién autonémica la obliga-
cién del promotor de realizar la oportuna intervencién de forma previa a la
remocion de tierras, no serd facil que se vuelva a plantear la necesidad de
suspender la obra.

IV.  Como presupuesto para analizar la responsabilidad patrimonial por
las lesiones al derecho de propiedad causadas por la Administracidn, el autor
dedica unas paginas al concepto de «actuacién administrativa» con ocasién
de intervenciones arqueoldgicas. El supuesto general de responsabilidad
patrimonial de la Administracién se define en el articulo 2.1 del Real
Decreto 429/1993, y en €] se encuentran casos en los que la participacién
ptiblica se produce en diferentes grados: intervenciones arqueoldgicas ejecu-
tadas directamente por técnicos de la Administracién, o contratadas, subven-
cionadas o programadas, o por tltimo, sélo autorizadas por ésta. ;En todos
estos casos las lesiones que sufran los particulares serdn consecuencia de una
actuacién administrativa? Se defiende que lo decisivo serd el ejercicio de una
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actividad que sea funci6n publica, es decir, que corresponda a la Administra-
cién, que la programe, coorganice o financie, con independencia de la perso-
na que la lleve a cabo. A continuaci6n se desgranan los distintos supuestos.

La Administracién serd responsable de los dafios causados a sus trabaja-
dores o a terceros cuando se trate de intervenciones arqueolégicas ejecutadas
directamente por ella, pues no hay duda de que estamos ante la prestacién de
un servicio puiblico (la proteccién del patrimonio histérico). Si las actuacio-
nes arqueoldgicas se realizan por la Administracién a través de un contratis-
ta, responder4 de los dafios causados sé6lo cuando se produzcan con ocasién
de una orden directa e inmediata suya o de los vicios del proyecto que ella
haya elaborado, pues en estos casos siguen considerdndose dafios causados
por el funcionamiento de un servicio piblico. La forma normal de llevar a
cabo las excavaciones sisteméticas, que han sido programadas por la Admi-
nistracion, es a través de sujetos meramente autorizados, y en este supuesto
podrd exigirse responsabilidad solidaria si las actividades se considerasen
servicio piblico de ejecutarse por la Administracién. Las excavaciones sub-
vencionadas, pero no programadas por la Administracién, en las que ésta
nombra al director de la intervencién, generaran responsabilidad en los mis-
mOSs Casos en que un contratista ejecuta las obras (orden directa o elaboracién
del proyecto por la Administracion). Si no lo nombra, la naturaleza de la sub-
venci6n incidird en la existencia o no de responsabilidad, pues de costearse
con aquélla una actividad que corresponde en parte a la Administracién y en
parte al particular, habrd responsabilidad, mientras que si la subvencién
excediera de la obligacion publica, no cabria exigir responsabilidad. Por ulti-
mo, en el caso de intervenciones arqueoldgicas meramente autorizadas por la
Administracién, ésta no serd responsable salvo que haya un deber de vigilan-
cia incumplido o una orden directa suya.

En el apartado 11 del capitulo IV se distinguen dos supuestos de lesiones:
deberes antijuridicos impuestos por la Administracién y actuaciones material-
mente expropiatorias. Entre los primeros se recogen la obligaci6n de no iniciar
las obras hasta la conclusién de la actuacién arqueolégica en zonas no declara-
das, la obligacién de soportar los gastos por la suspensién de las obras mds all4
de los limites establecidos en la Ley en zonas no declaradas, la obligacién de
realizar la excavacién o prospeccién en zonas no declaradas, la obligacién de
realizar una nueva actuacién arqueolégica en zona declarada tras la suspen-
sién, y la obligacién de costear la excavacién arqueoldgica por encima del
méximo legalmente previsto, en zonas declaradas. En las segundas estarfan la
ocupacién de terrenos durante la suspensién de las obras en zonas no declara-
das y la ocupacion de terrenos tras la suspensién en zonas declaradas.

V. Se cierra la obra contestando a la pregunta de quién estd obligado (la
Comunidad Auténoma o la Administracién local) a indemnizar los limites al
derecho de propiedad derivados de la proteccién arqueolégica. La Adminis-
tracién local s6lo deberd indemnizar cuando sea ella la expropiante, ejercien-
do la potestad expropiatoria subsidiaria que se le reconoce (pero no impone),
y cuando el Municipio toma una decision de colaboracién en la proteccién
del patrimonio arqueoldgico no amparada por la actuacién de la Comunidad
Auténoma, o en ejercicio de su competencia sobre urbanismo.
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